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Magistrado Ponente: 
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Temas: 
IMPEDIMENTO / ESTRECHA AMISTAD / PRINCIPIOS DE INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD / En el caso en concreto, tanto la demanda de tutela como la impugnación son interpuestas por la abogada Adriana González Correa con quien me une un estrecho vínculo de amistad, razón que lleva a apartarme del conocimiento del presente asunto para permitir que los demás integrantes de la Sala definan lo que corresponda sobre el recurso propuesto. Lo anterior, lo fundamento en los principios de independencia e imparcialidad de los funcionarios judiciales, que han sido deducidos en la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. Como consecuencia de lo señalado, se pasa el expediente a los demás Magistrados que integran esta Colegiatura para que se pronuncien al respecto.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
Pereira, cinco (5) de febrero de dos mil dieciocho (2018)
Procedente de la oficina de reparto de la Administración Judicial ingresó a este Despacho el expediente radicado bajo el No.66001-31-87-003-2017-00132-01 para resolver la impugnación presentada por la abogada Adriana González Correa, apoderada judicial de la señora María Cecilia Ramírez Cattaneo,  accionante en el presente asunto, en contra el fallo de tutela proferido el 29 de diciembre de 2017 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esa ciudad, donde aparece como demandados el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF, Comisión Nacional del Servicio Civil CNSC y la Universidad de Medellín, por la presunta vulneración a los derechos fundamentales al debido proceso, al trabajo, petición e igualdad ante la ley y de oportunidades.

Revisada la actuación, pongo en conocimiento de los honorables magistrados que integran esta Sala de Decisión, que considero estar incurso en una causal de impedimento para conocer de este asunto. Lo anterior, con fundamento en las siguientes disposiciones legales: 

El artículo 39 del Decreto 2591 de 1991 señala que “En ningún caso será procedente la recusación. El juez deberá declararse impedido cuando concurran las causales de impedimento del Código de Procedimiento Penal so pena de incurrir en la sanción disciplinaria correspondiente. El juez que conozca de la impugnación del fallo de tutela deberá adoptar las medidas procedentes para que se inicie el procedimiento disciplinario si fuere el caso.”
Así las cosas, el artículo 56 de la Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal) consagra como causal de impedimento en su numeral 5o  “Que exista amistad íntima o enemistad grave entre alguna de las partes, denunciante, víctima o perjudicado y el funcionario judicial.”
.

En el caso en concreto, tanto la demanda de tutela como la impugnación son interpuestas por la abogada Adriana González Correa con quien me une un estrecho vínculo de amistad, razón que lleva a apartarme del conocimiento del presente asunto para permitir que los demás integrantes de la Sala definan lo que corresponda sobre el recurso propuesto.

Lo anterior, lo fundamento en los principios de independencia e imparcialidad de los funcionarios judiciales, que han sido deducidos en la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia
. 

Como consecuencia de lo señalado, se pasa el expediente a los demás Magistrados que integran esta Colegiatura para que se pronuncien al respecto.

Se dispone notificar a las partes por el medio más expedito posible.
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal  Rad. 39292 del 29 de enero de 2014. M.P. María del Rosario González Muñoz.  


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal Rad. 30473 del 2 de septiembre de 2008 M.P. Dr. Alfredo Gómez Quintero. Radicado 32406 del 14 agosto de 2009 M.P. Dr.  Jorge Luis Quintero Milanés. 








